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ACTA N? 371. Lugar, fecha y hora de inicio. Mediante plataforma digital Zoom y bajo

modalidad remota, a los veintisiete días de octubre de 2020, siendo horas 9:45, el Consejo

Asesor de la Magistratura abre su sesión trescientos setenta y uno, bajo la presidencia de

la Dra. Eleonora Rodríguez Campos. Asistentes: Leg. Marta Najar (Suplente por la

mayoría parlamentaria); Leg. Nadima Pecci (Suplente por la minoría parlamentaria); Dr.

Luis José Cossio (Titular por los magistrados del Centro Judicial Capital); Dra. Malvina

Seguí (Titular por los magistrados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros); Dr.

Carlos Sale (Suplente por los magistrados del Centro Judicial Capital), Dr. Edgardo

Sánchez (Suplente por los magistrados de los Centros Judiciales Concepción y

Monteros); Dr, Esteban Padilla (Titular por los abogados del Centro Judicial Capital);

Dr. Diego Vals (Titular por los abogados de los Centros Judiciales Concepción y

Monteros); Dra. Claudia Córdoba (Suplente por los abogados del Centro Judicial

Capital) y Dr. Luis Marquetti (Suplente por los abogados de los Centros Judiciales

Concepción y Monteros). Se deja constancia que en la presente sesión se toma versión

taquigráfica de las manifestaciones efectuadas por los miembros del Consejo por parte

del Cuerpo de Taquígrafos de la H. Legislatura de Tucumán que se encuentran presentes.

En el supuesto que un consejero lo requiera expresamente se dejará constancia en el acta

de la manifestación en cuestión. ORDEN DEL DÍA: De acuerdo a lo dispuesto en los

artículos 7, 13 inciso d) y concordantes del reglamento interno del Consejo Asesor de la

Magistratura el orden del día para la sesión n* 371 y que fuera remitido anteriormente a

los Sres. Consejeros es el siguiente: 1. Designación de Consejeros para la firma. 2. A

consideración acta de la sesión anterior. 3. Informe sobre el primer examen de oposición

rendido de manera remota el día 20/10/2020. 4. Concurso n* 205 (Juzgado de Primera

Instancia en lo Contencioso Administrativo del Centro Judicial Capital): etapa de

entrevistas. Concursantes a entrevistar: ] GRANEROS, FERNANDO EFRAÍN
PS

"79,00; IL ABATE, ANDREA VIVIANA 76,00; 111. SALOMÓN, PABLO ALEJANDRO

75,80; IV. VIOLETTO, LEONARDO 72,20; V. GOLLAN, AGUSTÍN 71,35; VL

SILVETTI, ELENA MARÍA (renunció) 71,15; VIL SCHURIG, CRISTIAN DANIEL

70,00; VIIL BUSTOS MORÓN, MARÍA ELENA 70,00; IX. ARCURI, SANTIAGO

LUIS 69,55; X. MERCADO, PABLO MARTÍN; 64,00; XL GIULIANO, GISELA 63,85;

XI. GONZÁLEZ COLETTI, ANA C. 60,75; XUL MASAGUER, MARÍA FELICITAS



60,00; XIV. AGUIRRE, MARÍA ELENA 58,70; XV. DÍAZ, VÍCTOR HUGO 58,60;

XVI. FERRER, JAVIER HORACIO 57,85; XVII. MELCHIOR1, ILEANA RAQUEL

57,35; XVHL BRITO, FABRICIO RAÚL 57,10. DESARROLLO DE LA SESIÓN: La

Dra. Rodríguez Campos tomó la palabra para solicitar una modificación en el orden del

día, especificamente en el punto 3. Mocionó que además del “Informe sobre el primer

examen de oposición rendido de manera remota el 20 de octubre de 2020” se trate la

sanción respecto a la conducta de uno de los concursantes durante el examen remoto por

infracción al Reglamento. La modificación del orden del día se aprobó con el voto

afirmativo de la totalidad de los consejeros presentes. L- Designación de consejeros para

la firma. La Dra. Rodríguez Campos expresó que conforme al reglamento y protocolo

aprobado para este tipo de reuniones se debía designar a los consejeros que firmarían las

actas y los acuerdos producto de la reunión. A tales efectos propuso a los consejeros Najar,

Pecci, Cossio, Seguí, Padilla, Vals y Presidencia. La propuesta se aprobó por el voto

nominal y unánime de los presentes. IL- A consideración acta de la sesión anterior. La

Dra. Rodríguez Campos consultó a los consejeros si estaban de acuerdo con el acta que

se había enviado vía correo electrónico. Los consejeros prestaron conformidad y el acta

fue aprobada con el voto afirmativo y nominal de los consejeros Padilla, Córdoba, Vals,

Marquetti, Najar, Cossio, Seguí, Sale, Sánchez y Rodríguez Campos. MIL- Informe sobre

el primer examen de oposición rendido de manera remota el día 20/10/2020. La Dra.

Rodríguez Campos señaló que durante el primer examen remoto hubo una situación de

uno de los postulantes que se condujo contrario a las normas del Reglamento del CAM,

especificamente a los puntos 2.3.2 y 2.3.3 del Protocolo de exámenes remotos, al

observarse a una persona que le exhibió una hoja de papel durante la prueba. Que esta

situación fue constatada por el personal del Consejo afectado al control y, atento a lo

dispuesto por el artículo 40 que faculta en caso de flagrancia al CAM a excluir al

concursante del examen, se lo excluyó y se dejó constancia de ello en el acta a través de

Secretaría al tratarse de un caso de flagrancia. Que mocionaba la inclusión, además, de la

consecuencia prevista en el artículo 40 del Reglamento del CAM respecto a la exclusión

del postulante no solamente del concurso en el que estaba participando, en el cual cometió

la infracción, sino también de los dernás procesos en los que estaba inscripto, ya que ello

también era facultad del Consejo. Refirió que el Reglamento del CAM establecía cuáles



eran las sanciones y el procedimiento y que era claro en caso de flagrancia. Que entendía

que en los exámenes remotos el compromiso del postulante con la ética y el apego a las

normas reglamentarias debía ser aún mayor. Que esta falta era muy grave en la conducta

de un participante que pretendía integrar el Poder Judicial y la aplicación de la sanción

propuesta se correspondía con la conducta que había presentado en desapego a las normas

y al procedimiento que claramente conocía ya que estaba notificado y había aceptado

respetar bajo declaración jurada. Solicitó que por Secretaría se diera lectura a los aspectos

destacados del proyecto de acuerdo que se sometía a consideración de los consejeros, lo

que ocurrió. La Leg. Pecei requirió que se agregara en el acuerdo que el concursante había

reconocido la situación, que le parecía importante dejar asentado que no solo se trataba

de flagrancia sino también que él mismo lo había admitido y hacer hincapié en el art. 27

del Reglamento que disponía que además tenía una inhabilitación por 3 años para

participar de otros concursos. La Presidenta expresó que ello estaba explicado en los

considerandos del acuerdo pero que para no leerlo entero, sólo se leyó la parte dispositiva.

Sometido a consideración el acuerdo se aprobó con el voto de los consejeros Padilla,

Córdoba, Vals, Marquetti, Najar, Pecci, Cossio, Seguí, Sale y Rodríguez Campos.

Consultado por su voto, el Dr. Sánchez expresó que estaba de acuerdo y que le parecía

una resolución proporcionada a las previsiones del Reglamento vigente y que de ese

Reglamento el concursante tuvo pleno conocimiento. Que la decisión le parecía acertada

y adecuada a lo previsto normativamente. La Presidenta solicitó que por Secretaría se

ofreciera un informe respecto al primer examen remoto. La Dra. Nacul tomando la palabra

señaló que el examen estaba convocado para las 09:00 horas del día martes 20 de octubre,

los concursantes comenzaron a conectarse a partir de las 08:00 horas a la sala de ZOOM,

que eran 40 inscriptos, originariamente, después de las notificaciones y de las

capacitaciones que se hicieron para que los participantes tuvieran pleno conocimiento de

88 herramientas de las dos plataformas que se iban a utilizar y del sistema del SiGeCAM,

<ese día se presentaron a rendir 27 postulantes, que entre ellos había gente que estaba

rindiendo desde otras localidades: había una postulante que estaba en la ciudad de Jujuy,

otro que rindió desde Tafí del Valle y varios que lo hicieron desde distintos puntos de la

Provincia. Que con un poquito de demoras propias de la organización técnica y de

dificultades de conexión inicial que hubo en algún momento finalmente el examen pudo

mE



arrancar a partir de las 9:30, 10:00 de la mañana. Que se contó con la presencia, además

de los consejeros, de veedores de distintas instituciones y, una vez que todos los

concursantes estuvieron conectados en las plataformas, se hizo el sorteo de los casos que

los postulantes pudieron observar a través de la pantalla, se dio lectura de los casos y

comenzó a correr la primera parte de la etapa de oposición, porque el examen conforme

lo prevé el Reglamento, se llevó a cabo en dos etapas. La primera de ellas, con la lectura,

realización y entrega del caso 1, y luego se hizo un intervalo de 45 minutos y a las 15:00

horas comenzó la ejecución de la segunda parte del examen. Ya en la segunda sección las

dificultades de conectividad fueron menores, casi no hubo y ello se debió también a que

los concursantes ya estaban más habituados, familiarizados y menos nerviosos, con el

apoyo de todo el equipo del Consejo tanto del área de concursos y antecedentes como del

área técnica, que los asistió durante todo el día. Que fue una jornada que terminó pasadas

las 18:30 horas con la entrega de los casos, la lectura de los otros cuatro sobres que habían

remitido los jurados y que no salieron sorteados y con la elaboración y lectura final del

acta. Que ya los consejeros lo habían dicho pero que quería destacar la tarea que llevó a

cabo todo el personal, tanto el personal administrativo de apoyo, como el personal técnico

y los funcionarios del Consejo. Que hubo parte del plantel del CAM que trabajó de manera

presencial y parte lo hizo también de manera remota desde sus hogares prestando apoyo

para que esto pudiera salir y desarrollarse de la mejor manera, cómo se hizo el día martes.

La Presidenta destacó la tarea de todo el equipo y señaló que era oportuno agradecerle a

la doctora Sofía Nacul y al doctor Fabricio Falcucci que condujeron de manera

maravillosa a todo el equipo de trabajo y que el compromiso de todo el equipo del CAM

fue relevante para poder llevar a cabo esta tarea que marcaba una modificación en la

manera de tomar los exámenes de oposición. Significaba un avance, una nueva propuesta,

redoblar los esfuerzos y el equipo estuvo muy comprometido con esta tarea. Que también

quería destacar la actitud de cada una de las personas que estuvieron haciendo el apoyo

técnico a los participantes, que se encontraban en un ámbito nuevo y con muchísima

paciencia, tranquilidad y serenidad se tomó el tiempo y fue solucionando cada uno de los

problemas, sin mayores inconvenientes, sin mayores problemas y los exámenes pudieron

llevarse adelante con total tranquilidad. Que los participantes habían podido rendir,

tranquilos desde su casa, sin ningún peligro a su salud, en condiciones de igualdad y
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realizar un excelente examen de oposición, Que se venía para el jueves un nuevo examen

que ya se estaba preparando y cada uno de estos exámenes llevaba una gran preparación,

cada uno había tenido tres jornadas de capacitación y por eso también hacía hincapié en

el compromiso de los postulantes por el apego a las normativas, a las normas

reglamentarias. El Dr. Sánchez indicó que necesitaba retirarse de la reunión por tener

otros compromisos y quedaba la Dra. Seguí en representación del estamento. El Dr.

Marquetti manifestó que iba a ser reiterativo, que la Presidenta y la Secretaria habían sido

demasiado claras respecto de la tarea del personal y técnicos del CAM. Que había hecho

un informe dónde felicitaba a todos por el trabajo que se había desarrollado ese día. Que

decía que no quería estar en el cuero de ellos, de atender las consultas, tantos problemas,

nervios, tensión que sufrían todos y que habían tenido la capacidad para sobrellevar esa

presión y realmente era para felicitar, para agradecer como siempre lo hacía y que deberá

quedar constancia de ellos en el acta que siempre habla muy bien del personal, de su

esfuerzo porque eran realmente los protagonistas de esto. Que quería reiterar las

felicitaciones a los Secretarios a Sofía y a Fabricio y a todos los chicos que habían

trabajado. Que era digno de elogio, que el sistema era perfectible pero que se iba a hacer

camino al andar y se iban a ir superando las dificultades. La Dra. Seguí indicó que

felicitaba muchísimo, con toda el alma al personal, funcionarios y empleados por usar

esta herramienta del mundo civilizado. Por haberse atrevido a llevarla adelante a hacerla

realidad. Que los consejeros habían puesto el marco reglamentario pero el personal había

dado la herramienta. Que no creía que se estuvieran llevando a cabo en el mundo

actividades como estas. El Dr. Padilla dijo que no tenía más nada para agregar, sólo las

felicitaciones al personal y a los funcionarios del CAM por el esfuerzo que habían tenido

ese día. Que habían sido casi 12 horas de trabajo a una exigencia impresionante porque la

atención que había que tener era excesiva. Reiteró las felicitaciones para el personal que

creía era de mucha calidad y destacó que los concursantes habían logrado adaptarse al

As sistema y también tenían mérito para que el examen haya sido un éxito. La Leg. Najar

— reiteró las felicitaciones a todo el personal del CAM y expresó que el trabajo de los

consejeros había dado sus frutos al haberse podido poner en práctica correctamente el

Protocolo de exámenes a distancia o remotos. Que al haberse visto a este postulante en

cierta situación quería decir que los controles estaban siendo efectivos. Que podía llegar



a perfeccionarse, pero no obstante ello, lo sucedido era ejemplificativo para los demás

concursos. Agradeció a la Presidenta por su esfuerzo y conducción para estar a la altura

de las circunstancias con lo que la sociedad les estaba pidiendo. La Dra. Rodríguez

Campos agradeció a los consejeros por el esfuerzo que vienen realizando y al equipo que

es de lujo y muy comprometido. Que todos los consejeros estaban muy comprometidos

con la tarea y preocupados por la época de pandemia, por brindar soluciones y que se

había trabajado arduamente para continuar con el trabajo del CAM y el equipo había

trabajado con gran compromiso. El Dr. Sale refirió que en lo personal, todo el tiempo

estaba viviendo un constante desafío en una época en donde se había maximizado el uso

de la tecnología a instancias increíbles. Que nunca había pensado hacer un juicio oral de

manera remota y que era un orgullo pertenecer a este grupo que estaba en el CAM que

había logrado ser pioneros en materia de sesiones remotas, hasta ser pioneros en tomar

exámenes para jueces, magistrados, fiscales y defensores y la decisión no debió haber

sido fácil para la Presidenta. Felicitó en primer lugar a la Presidenta, a todos los que

trabajan en el CAM desde los funcionarios hasta todos los empleados. Que se realizó un

trabajo en conjunto de todos, desde distintas ópticas. Que se sentía orgulloso de pertenecer

a este grupo. La Presidenta agradeció las palabras del Dr. Sale y destacó la manera

novedosa en que se había llegado a los exámenes remotos, a partir de una mesa de trabajo

con el asesoramiento y ayuda de distintas instituciones del medio que habían formulado

aportes y críticas que se habían receptado y dado sus frutos. IV.- Comcurso_n* 205

(Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo del Centro Judicial

Capital): etapa de entrevistas. La Presidenta informó que estaban presentes en la sala

virtual, conforme al protocolo oportunamente aprobado, al que habian expresado su

aceptación, los postulantes en condiciones de ser entrevistados en el presente concurso y

que se daría inicio a la entrevista del concurso n 205. A través del área técnica se dio

ingreso a la sala de reunión remota del Consejo al primer postulante, Doctor Fernando

Efraín Graneros. Entrevista. Ingresa a la sala virtual de reunión el doctor Fernando E.

Graneros. Dra. Rodríguez Campos. Buenos días, doctor, le doy la bienvenida en nombre

de todos los consejeros. Antes que nada le tenemos que preguntar ¿si se encuentra solo

en el lugar desde donde está realizando la entrevista? Dr. Graneros. Sí, me encuentro

solo. Dra. Rodríguez Campos. Le vamos a pedir que durante todo el tiempo de la



entrevista mire exclusivamente a la pantalla, no mire hacia los costados. Le vamos a pedir

también que no repita en voz alta las preguntas que no comprenda, si no comprende

alguna pregunta le pide al Consejero que se la vuelva a formular. Y le tengo que contar,

como dice el Reglamento, como va a transcurrir esta entrevista. La entrevista comienza

con su presentación, los primeros minutos van a ser suyos, usted nos va a explicar todo

aquello que le parezca importante traer a esta entrevista y, luego de ello, cada uno de los

consejeros le va a ir haciendo las preguntas que les parezcan importantes. Así que

comienza con su presentación y luego continúa con la ronda de preguntas por parte de los

consejeros. Doctor, habiéndole dado la bienvenida le vamos a pedir que se presente ante

este Consejo y nos cuente todo aquello que a usted le parezca importante decirnos y traer

a esta entrevista. Lo escuchamos atentamente, doctor. Dr. Graneros. Me llamo Fernando

Graneros, tengo 42 años, creo que para presentarme también muchas veces he pensado en

decir desde qué bases es la historia que tengo, es cómo contar una hoja de vida, y

siguiendo un poco lo que dice Foucault en todas sus enseñanzas, él dice que los seres

humanos, las personas, los sujetos, nos constituimos a través de nuestra historia; yo creo

que sería, brevemente, contar un poco la historia que me fue moldeando, que me fue

definiendo, porque creo que no hay nada predeterminado. Yo nací y crecí en Tucumán,

en la zona de Aguilares, mi padre agricultor, mi madre maestra Normal Nacional, la

defino así porque siempre le gusta que le diga que sigue siendo la maestra Normal

Nacional y desde niño, creo yo, tuve un espíritu muy crítico y mucha libertad de

pensamiento porque mis padres me criaron asi, eso llevó que siempre yo cuestionara y

peleara por mis derechos y creo que desde ahí empieza un poco mi vocación por el

Derecho. Me decía mi abuela que era bastante leguleyo, en fin. Llegué a Tucumán en el

año 1996, cuando empecé la facultad de Derecho, para mí era un sueño ¿por qué? Porque

siempre me gustó vivir en grandes ciudades, me gustaba el sueño de la gran ciudad y para

mí San Miguel de Tucumán era una gran ciudad, sigue siendo una gran Ciudad pero en el

año 1996 era la Ciudad. Empecé la facultad en el año 1996, terminé en el año 2001 con

«diploma de mención especial y lo que más recuerdo de los primeros años era que yo estaba

en una búsqueda en la facultad de Derecho, estaba en la búsqueda de por qué estaba ahí,

por qué el Derecho, más allá de que había algo general que me gustaba, no me terminaba

de apasionar, y lo encontré transcurriendo varias materias de Derecho Privado, en el



Derecho Constitucional. Yo creo que el Derecho Constitucional fue para mí como decir

“encontré lo que buscaba, lo que me apasionaba”. Y recuerdo mucho, estudiando las

doctrinas y los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y recuerdo uno, donde

la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el año 89, hace una interpretación dinámica

de la Constitución y ahi vi donde el Derecho era elemento de transformación de la realidad

y se metía con el comportamiento social, con la historia, esa interpretación dinámica llevó

de una manera a otra a que me empiece a apasionar el Derecho Público, todo el Derecho,

pero el Derecho Público era como “esto es a lo que yo quiero dedicarme cuando me

reciba”, la profesión tenía que estar dirigida al Derecho Público. Transcurrieron los años

y apareció el Derecho Administrativo; en esa época estaba Graciela Reiriz como titular

de cátedra y la verdad es que hay un dicho que dice que uno se enamora y se pone de

novio con el Derecho Constitucional pero se casa con el Derecho Administrativo; y es lo

que me ha pasado a mí, creo que me casé, de una manera u otra con el Derecho

Administrativo porque el Derecho Administrativo era ver en acción directa, en

concreción, en regulaciones, los principios, los derechos y garantías que había estudiado

en el Derecho Constitucional y tuve oportunidad de nunca dejar el Derecho

Administrativo. Ingresé a la cátedra B de Derecho Administrativo porque me gustaba su

forma de enseñanza, porque era la enseñanza a través del caso, es decir, continúe esa línea

de análisis y jurisprudencia y del caso de Derecho Público a través de la sentencia de los

tribunales, no sólo la Corte sino Cámaras Federales, Tribunales locales. Y con respecto a

mi vida profesional, también me siguió el tema del Derecho Público porque yo egresé en

el año 2001, en plena crisis de la Argentina y estaba realizando una pasantía en la

Dirección General de Rentas y empecé a tener casos de la actividad privada, pero me daba

cuenta que mi verdadera pasión iba por el lado de los expedientes administrativos; yo veía

que eso era lo que me apasionaba, el estudio de esos casos y tuve la oportunidad, de una

manera u otra, de empezar una especialización en Derecho Administrativo en esa época,

la primera Cohorte de la especialización de Derecho Administrativo que trajo Graciela

Reiriz a la Universidad Nacional de Tucumán, tuve compañeros maravillosos, todavía

seguimos recordando con nuestros compañeros de esa época esa especialización, donde

tuvimos clases con maestros como Julio Comadira, Laura Monti, María Angélica Gelli.

Ahí es como que terminó de cerrar ese casamiento que yo tenía con el Derecho



ro:

Administrativo la especialización. Tuve la oportunidad de recibirme de la maestría, me

dirigió la tesis Laura Monti, un placer y un honor que Laura me haya dirigido mi tesis

sobre responsabilidad del Estado. Y en la vida profesional, en el año 2003 ingreso como

Asesor Letrado en la Secretaría General de la Gobernación, me toca realizar proyectos de

decretos reglamentarios, por ejemplo el 2525/1 sobre procedimiento de investigaciones

administrativas, hay partes de mi autoría en él; después, en el año 2004, me proponen

hacer investigaciones administrativas del Poder Ejecutivo, un cargo de muchísima

responsabilidad, yo tenía 25 años y me ponen a cargo de un grupo de 14 abogados, todos

nuevos, todos ingresantes en la Administración Pública, entonces tenía que hacer una

tarea de formación, de coordinación, de conducción de ese cuerpo de abogados, estoy 4

años como Jefe de Investigaciones Administrativas. En el año 2008, me proponen, estaba

vacante el cargo de Director General de Recursos Humanos el Gobierno. Un cargo

sumamente importante porque la Dirección General de Recursos Humanos es la autoridad

de aplicación del Estatuto del empleado público y necesitaban un perfil de abogado,

especialista en Derecho Público y yo lo tenia a ese perfil. Entonces, decido aceptar una

Dirección con 90 empleados entre administrativos, profesionales del Derecho,

contadores, psicólogos, estuve durante 10 años como Director, y esa formación fue, creo

yo, desde la gestión pública, muy fuerte porque no solo tenía que resolver casos de

empleados públicos en los dictámenes, generalmente son dictámenes previos a los

dictámenes de la Fiscalía de Estado, sino que, además, tenía que gestionar cuestiones de

personal, reunirme con gremios, reunirme con otros colegas directores para resolver los

conflictos que se suscitaban en las distintas áreas. Yo creo que me dio un expertise, una

experiencia en lo que significaba la gestión política, muy fuerte. Mis ganas de estudiar

nunca pasaron, en ese sentido soy un tipo muy orgánico para el estudio y decidí hacer una

maestría en Políticas Públicas en la Universidad Austral, porque consideraba que antes

del Doctorado, para mi es importante hacer algo intermedio que no sea netamente jurídico,

> algo interdisciplinario, y porque hoy creo, además, porque el Derecho Administrativo
ge
Stiende a no ser solo un proceso, sino que es un estudio de las políticas públicas. Entonces,

estudie esta maestría en la Austral, me gradué en el año 2019 y la verdad es que esa

maestría me combinó bastante el conocimiento de Derecho Público porque analizaba lo

que era la acción estatal y los distintos controles, no sólo judiciales, sino de distintos



ámbitos que tenían estas políticas públicas. Estuve hasta el año 2018 como Director de

Recursos Humanos, y en el año 2019 me incorporo a la Fiscalía de Estado como Director

de Administración y Despacho, que continuo, y estoy un tanto orgulloso de esta función

por una tazón de que la Fiscalía de Estado es el órgano de asesoramiento principal, legal,

que tiene el Poder Ejecutivo y al que todos los abogados que hicimos carrera en la

administración pública, nos gustaría llegar. Entonces, todo este bagaje, que les conté

recién acerca de mi formación, de mi experiencia en el Derecho Público, especialmente

en el Derecho Administrativo, de una manera u otra alentaron mi historia para que hoy,

ya con una madurez profesional y personal, desee ser Magistrado, en el Fuero

Contencioso Administrativo, en la especialidad en la que yo me estuve formando todos

estos años. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor Cossio, que va a

comenzar con las preguntas. Dr. Cossio. Doctor, ya que usted se ha declarado amante del

Derecho Constitucional y del Derecho Administrativo, le hago una pregunta que vincula

alos dos. Control de constitucionalidad y convencionalidad en sede administrativa ¿cuál

es su opinión sobre ese tema? Dr. Graneros. Es muy interesante la cuestión porque es un

tema muy debatido actualmente en el Derecho Administrativo más que en el Derecho

Constitucional porque el Derecho Administrativo tiende a dividirse más las aguas. Como

ustedes saben la administración, el Poder Ejecutivo, no tiene institucionalmente asignado

un control de constitucional o de convencionalidad, eso lo hace el Poder Judicial, es decir

los órganos administrativos no pueden declarar inconstitucional o inconvencional una ley,

un reglamento, en fin, eso es lo que establece la doctrina. Sin embargo, hay voces muy

respetadas donde dicen: bueno, la administración, quizás, ante un reglamento que luce

palmariamente inconstitucional o inconvencional, lo que se puede hacer es inaplicarlo

para el caso y sugerir al Poder Ejecutivo la modificación de ese reglamento, para que de

una manera u otra garantizar la convencionalidad y la constitucionalidad también dentro

de las decisiones administrativas. ¿Por qué? Porque, por ejemplo, en un caso de

discriminación por cuestiones de género, utilizando categorías sospechosas que por ahí

existen en alguna que otra reglamentación estatal, por ejemplo en materia de empleado

público, desde el año 1983 está el estatuto, donde el sistema de familia, de relaciones y

vínculos personales ha cambiado un montón, podría resultar, si hacemos una

interpretación literal de ese artículo, inconstitucional o inconvencional y aplicando
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también los principios convencionales que son como el principio pro homine, de no

regresividad, la administración lo puede hacer, inaplicar esa disposición inconstitucional

e inconvencional e instar, en estos casos, al Poder Ejecutivo, a su modificación; pero de

ninguna manera hacer control de convencionalidad como literal se dice, quizá inaplicarlo

pero no el otro control. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra la Legisladora Pecci.

Leg. Pecci. Doctor, una pregunta simple, si se quiere. En Tucumán cuando hay planteos

de carácter electoral, se recurre al Fuero Contencioso Administrativo, ha sido así porque

no existe un fuero especificamente electoral. ¿Qué opina sobre eso, es decir, cree

conveniente que debería haber un Fuero Electoral o le parece que deberían mantenerse

los planteos en el Fuero Contencioso Administrativo? Dr. Graneros. Respecto del tema

electoral, es cierto, hay una prolífera existencia de fallos del Fuero Contencioso

Administrativo en materia electoral o incluso cuando la Corte Suprema tenía competencia

originaria en tema de Derecho Público, desde la década el 80 hasta el 90, Tucumán tiene

muchísimas causas, del caso Meuli, en adelante hay muchísimos fallos en materia

electoral. Hoy por hoy, también la tiene la Cámara Contencioso si no hay una

modificación en las leyes respectivas. Creo que el tema electoral es un tema que hay que

resolverlo, como dice la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo “Acuerdo por

el Bicentenario”, con muchísima prudencia desde el punto de vista de los jueces; creo que

sí sería conveniente un fuero especial a nivel de Cámara, es decir, a nivel de un tribunal

como es a nivel nacional, no considero que tendría que ser un Juez de Primera Instancia

sino a nivel de un tribunal colegiado, además porque el tema electoral no creo que se use

solo en las elecciones, sino que la vida de los partidos políticos es continuada y porque

tenemos que fortalecer también un sistema de partidos políticos porque eso fortalece la

Democracia y creo que la especialidad electoral, incluso, en la Facultad de Derecho hay

/ una materia que se llama Derecho Electoral. Creo que, desde un punto de vista de la

sociedad más democrática y de un acceso a la Justicia más especializado, abogo por la
e

especialización en el Derecho, sería conveniente. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la
SA

SDalabra el doctor Marquetti. Dr. Marquetti. Doctor, antes de iniciar la sesión del día de

hoy estaba leyendo La Gaceta online y me estaba enterando que la Cámara que agrupa a

e todas las actividades gastronómicas habian planteado hoy a primera hora, o lo harán

durante el día, un amparo porque sostienen que se están afectando sus derechos
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constitucionales, como usted sabrá toda la actividad gastronómica solamente trabaja en

espacios abiertos hasta las 23:00 o 23:30 horas. Mi pregunta tiene que ver con esta

situación sanitaria, epidemiológica, que estamos atravesando, de fuerza mayor, una

situación excepcional, extraordinaria, no va a resolver usted porque hoy es concursante,

si usted asumiera como Magistrado, seguramente, el otro año ya estará la vacuna, ya no

tendremos este problema así que no lo afecta a usted decimos qué haría en el eventual

caso de ser Magistrado, espero que no nos toque ninguna desgracia de nuevo como esta

que vivimos hoy, pero bueno. Usted como Magistrado ¿qué piensa?, ¿los derechos

constitucionales son más importantes que esta situación que nos afecta? Dr. Graneros.

Muchas gracias por la pregunta. Les confieso, yo también cuando me levante y mientras

tomaba café antes de venir a rendir acá, leía La Gaceta y leí esta nota y dije, sería una

muy buena y oportuna pregunta y me puse a pensar qué respondería. Dr. Marquetti. Yo

siempre pregunto la pregunta del día. Dr. Graneros. La del diario; yo les enseño a los

alumnos eso, que lean el diario porque el Derecho Administrativo está en el diario o el

Derecho Público está en el diario. Partamos de esta base, la situación de la pandemia y

del Covid determinó un estado de emergencia que es mundial, la emergencia está en todo

el mundo. Cuando hay estado de emergencia los poderes asignados a los poderes politicos,

generalmente, se fortalecen, ¿por qué? Porque se tiende a proteger el interés público o

interés colectivo, como me gusta denominarlo a mí, por encima de intereses particulares,

de los derechos de los particulares. En la doctrina de la emergencia Argentina que puede

empezar desde el fallo “Ercolano”, “Callao”, hasta “Peralta”, pero hoy estamos en una

emergencia sanitaria. Dentro de ese marco de la doctrina, desde nuestra Corte Suprema

de Justicia de la Nación en materia de poderes de emergencia y poder de Policía, creo que

lo más significativo en la resolución de un caso como el que hoy está descripto en el

diario, hay que utilizar esa doctrina de un control de constitucionalidad de acuerdo al

margen de razonabilidad de esa decisión y del interés o del derecho fundamental afectado,

es decir, una cuestión de analizar la proporcionalidad de esa medida administrativa. Para

ello, seguramente, no sé cómo están planteados los términos del amparo, tendrán que

demostrar que las medidas que se han dispuesto, de una manera u otra, son

desproporcionadas al fin, ¿cuál es en este caso? La salud pública, ese será el test de

constitucionalidad, determinar si existe proporción entre las medidas, creo que es
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fundamental eso. Incluso está pasando en otras provincias lo mismo, es decir, mostrar ese

margen de proporcionalidad respecto de la medida, incomoda, muchas veces hasta puede

parecer que afecta intereses económico o afecta intereses particulares más allá de los

económicos y el interés público en juego. Entonces, ese es el test de proporcionalidad que

un juez tiene la manda constitucional de hacer. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra

el doctor Vals. Dr. Vals. Doctor, en materia de responsabilidad del Estado, para usted,

¿qué es más conveniente, adhesión a la Ley Federal o regulación provincial? Dr.

Graneros. Sin duda regulación provincial. La Ley Federal de regulación del Estado, que

ya tiene casi cinco años, es una ley que yo la hago como una ley marco, de presupuestos

mínimos, y con bastantes críticas en cuanto a ciertas regulaciones porque yo considero

que no sigue no sigue los lineamientos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en

varios puntos, por ejemplo, la extensión de la reparación por la actividad lícita, la

responsabilidad de los concesionarios de servicios públicos y del Estado, en fin, con

respecto al concepto de omisión tiene también sus falencias. Yo creo que en ese sentido

es importante que el Derecho Público local, la actividad legislativa asuma la

responsabilidad y dicte una ley superadora de la ley nacional, la Ciudad Buenos Aires

acaba de dictar una ley hace menos de un mes y que recoja las críticas de la ley nacional

y la regule de una manera mucho más, no digo garantista, siguiendo los lineamientos de

la Corte. No obstante, aquí en Tucumán ya hay sentencias con respecto a la

responsabilidad del Estado, el caso Cruz, de la Sala 1 de la Cámara Contencioso del año

pasado, con el voto del doctor Acosta hay una profusa y muy profundo razonamiento

respecto de la responsabilidad del Estado en materia de Derecho Público local, aplicando

analógicamente las normas del Código Civil, pero creo que es una senda interesante para

seguir pero, sin lugar a dudas, se tendría que sacar una ley provincial. Dra. Rodríguez

Campos. Tiene la palabra la Legisladora Najar. Leg. Najar. Doctor, lo felicito por el

examen que hizo, excelente el puntaje que ha obtenido y mi pregunta va orientada a lo

siguiente, es una pregunta de opinión. ¿Qué opinión le merece al doctor Graneros la

—Dereación de una nueva y doble Instancia en el proceso administrativo?, ¿qué beneficios

*Concretos cree que puede traer para el justiciable? Dr. Graneros. En primer lugar los

tucumanos, si hacemos un análisis desde el punto de vista del Derecho Procesal y del

Derecho Público, somos bastantes avanzados en ese sentido con referencia a otras
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jurisdicciones. Voy a hacer un poco de historia. En los años 90 se crea el Fuero especial

que son las cámaras y se dicta el Código Procesal Administrativo, muy pocas

jurisdicciones tienen un Código Procesal Administrativo. Y a partir de la creación de los

Juzgados de Primera Instancia damos un paso más en garantizar derechos, seguimos esta

cuestión de ir hacia adelante ¿por qué? Porque también muy pocas jurisdicciones tienen

doble Instancia Contencioso Administrativo, Ciudad de Buenos Aires, Provincia de

Buenos Aires, Corrientes, San Juan y jurisdicciones grandes como Córdoba, corno

Mendoza, no la tienen y con esto se garantiza un acceso a la Justicia para el ciudadano en

cuanto a un juez, en Primera Instancia, va a tener que tener un control de los hechos del

caso mucho más exhaustivos que una Cámara y dictar de una manera más oportuna

porque es unipersonal su decisión y además porque da la posibilidad, al justiciable, de

manera amplia esa decisión en cuanto a hechos. Por ejemplo, yo me imagino un caso de

responsabilidad del Estado donde la cuestión de agravio de una de las partes no sea una

cuestión de derecho, no sé s1 porque aplico el articulo del Código Civil o porque aplico

otro artículo analógicamente de otra norma de Derecho Privado, sino por el análisis que

haga el juez de las pruebas, porque desestime pruebas, que sí son conducentes, que sí son

oportunas. Entonces, en una instancia de apelación eso garantiza, sin lugar a dudas, la

tutela judicial efectiva, porque la tutela judicial efectiva es una garantía de todos los

procesos no sólo de los procesos penales sino de todos los procesos. Ya lo dijo la Corte

Interamericana de Derechos Humanos, del presente tribunal constitucional, las garantías

procesales de los pactos se extienden a todos los procesos y procedimientos estatales.

Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor Padilla. Dr. Padilla. Doctor, lo

felicito por su examen. Le quiero hacer una pregunta, viendo los cuadros que tiene atrás,

se ve que le gusta el cine ¿puede ser? ¿qué tipo de cine? Dr. Graneros. Juro que no hice

montaje de escenografía. Sí, yo siempre digo lo mismo, si no hubiera sido abogado y no

hubiera sido periodista, hubiera sido guionista de cine, no director. Soy muy apasionado

del cine, mi cable a tierra es el cine y puedo decir que en épocas de pandemia, sobrellevar

este aislamiento es instalarme en los streaming y ver series y películas, y otra cosa, cuando

abran los cines voy a volver al cine porque para mi, ir al cine, como en Cinema Paradiso,

es realmente una ceremonia, incluso voy solo al cine porque me gusta ir solo, soy un

cinéfilo, me considero abogado, taurino y cinéfilo. Dr. Padilla. ¿Qué tipo de cine le
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gusta? Dr. Graneros. Sigo a los directores, soy autodidacta del cine, y la obra de los

directores, soy fanático de Martin Scorsese, actualmente, me parece que es el director más

importante, me gusta mucho el cine clásico, Fellini, con Ocho y medio, una de las

películas que más me gusta; Hitchcock, es el maestro para todos en la edad

contemporánea, Almodóvar, el melodrama de Almodóvar nadie lo hace. Me gustan desde

los £hriller, las películas de juicios, de todo un poco, lo que no me gusta tanto es el cine

de terror, tiene que ser un terror elevado, pude ser un Exorcista, pero el terror no me gusta

tanto. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra la doctora Seguí. Dra. Seguí. Doctor,

lo felicito. De sus preferencias, me quedé con la cita que hizo a Foucault, al principio,

¿por qué Foucault en particular? Dr. Graneros. Primero, porque es un filósofo

contemporáneo, yo me formé en la facultad Derecho pero no veíamos tanto los filósofos

contemporáneos, entonces, como que uno termina siendo autodidacta después y yo hice

muchos curso después de recibirme que no tienen que ver con el Derecho; hice un curso

de Ciencia Política, de Historia, de Filosofía, en la materia de Políticas Públicas también

veíamos mucha Filosofía y nos enfocábamos mucho en los contemporáneos, Foucault,

Nietzsche, Habermas, Rawls, que es otro de los filósofos del Derecho que me gusta

mucho. ¿Y Foucault por qué? Lo empecé a seguir más que todo en un curso de cine,

porque uno de los profesores nos decía que los directores cuentan las películas de acuerdo

a la historia que los atraviesa, entonces, empecé a estudiar la importancia de la historia en

Foucault, porque a mí me gusta mucho la historia y seguí esa línea porque todo lo que

hable sobre la historia y cómo lo atraviesa el sujeto me parece fundamental. Yo creo,

como dice Machado, en un poema, “uno hace camino al andar” y ese andar en un

momento está relacionado por los vaivenes que uno tiene en su vida, no creo nada

predeterminado, podemos tener un deseo pero ese deseo va cambiando y tiene que ver

con la historia, con el bagaje que va temiendo, todo, de una manera u otra se va

yl capitalizando en la vida; además hago terapia, soy un tipo que hace 10 años, regularmente,

hago terapia, es una manera de sobrellevar muchas veces las presiones laborales. Dra.

ax
«2 Rodríguez Campos. Doctor, yo lo voy a traer de vuelta un poco al campo pero ya un
ES

“poco más de lo procesal y de lo jurídico a la hora de la redacción de una sentencia, la toma

de decisiones por parte de un juez. Hablando de los principios de congruencia y Jura novit

curia, ¿cuáles son los límites para que el juez decida la aplicación del Derecho cuando
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ninguna de las partes ha invocado la norma o hasta cuál es el límite que tiene el juez en

la decisión para delimitar el caso en la resolución? Dr. Graneros. El principio Jura novit

curia surge en el Código Procesal Civil y Comercial, está establecido en la potestad que

tiene el juez de decir el Derecho pero no cambiar las pretensiones, eso es un límite, no

cambiar las pretensiones, no cambiar los hechos. También surge de la Constitución

porque en el artículo 24, en su tercer párrafo dice que el juez tiene que no aplicar las

normas inconstitucionales, es decir que también puede salir del control de

constitucionalidad. Y el límite también está dado por la tutela judicial efectiva, ¿por qué?

Porque un juez no podría cambiar el Derecho si no da oportunidad a las partes y al

Ministerio Público de opinar respecto, por ejemplo, a cambiar el contenido de las normas

esgrimidas por las partes. Entonces, darle oportunidad a las otras partes de opinar, eso es

fundamental, y que siempre quede circunscripto a ese caso. Dra. Rodríguez Campos.

Muchas gracias, doctor. Se retira de la sala virtual de reunión el doctor Fernando E.

Graneros. Doctora Andrea Viviana Abate. Entrevista. Ingresa a la sala virtual de

reunión la doctora Andrea V. Abate. Dra. Rodríguez Campos. Doctora, buen día,

bienvenida, la saludo en nombre de todos los consejeros, felicitaciones por haber llegado

a esta instancia. Le voy a consultar si se encuentra sola en el lugar desde donde está

realizando la entrevista. Dra. Abate. Sí, doctora. Dra. Rodríguez Campos. Le vamos a

pedir, como usted sabe, que durante todo el tiempo que dure la entrevista mira

exclusivamente a la pantalla, no mire hacia los costados. También le vamos a pedir que

si no entiende alguna pregunta no la repita en voz alta sino que pida que el consejero se

la vuelva a formular. Y, como usted sabe, pero el Reglamento me dice que le cuente de

nuevo que esta entrevista comienza con su presentación y continúa con las preguntas de

los consejeros, así que los primeros minutos son suyos para que usted nos cuente todo

aquello que le parezca importante traer a esta entrevista, que le parezca importante

contarnos para este concurso. Así que vamos a escuchar atentamente su presentación

doctora. Tiene Dra. Abate. Mi nombre es Andrea Viviana abate, tengo 36 años, esta es

mi segunda entrevista en el CAM durante este periodo de cuarentena, entonces en esta

oportunidad me parece importante traer a colación algunos de mis antecedentes. Quería

comentarles que soy abogada, escribana, medalla de oro de la Facultad de Derecho del

año 2008, soy especialista en Derecho Administrativo, esa es, obviamente, una de las

16



principales motivaciones para rendir el concurso en este fuero. También soy docente e

investigadora universitaria. Este año en este contexto extraordinario e insólito decidí

comenzar con las publicaciones de los libros, me gusta mucho escribir aparte de la

investigación y la docencia, como les comentaba; y hace nueve años me desempeño en el

poder Judicial, tuve la oportunidad de ingresar en el primer concurso en el año 2011,

justamente en la Cámara en lo Contencioso en la Sala L, allí cumplí funciones de ayudante

judicial, luego rendí un concurso para Relatora de Familia, dos años después regresé a la

Cámara en lo Contencioso ya como cuerpo de apoyo de otra Sala distinta, cumpliendo

funciones ya de relatoría y, actualmente, me desempeño como Relatora en el Juzgado

Civil y Comercial Común de la I Nominación. Es una de las tareas que más me agradan

porque me permite investigar, aprender, tengo la dicha de estar con un juez que es brillante

y junto con un equipo de trabajo que es fabuloso, entonces todos esos años también que

tuve la oportunidad de compartir con distintos magistrados fueron formándome y la pude

complementar, obviamente, con mi capacitación académica en otras áreas del Derecho.

Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor Cossio. Dr. Cossio. Doctora,

primero una curiosidad, veo toda su capacitación en Derecho Administrativo, que es para

el concurso que estamos, pero también tiene una terna en Civil y Comercial, y veo que es

relatora de Civil y Comercial, en este caso tendríamos dos ternas, Civil y Comercial y

Contencioso Administrativo, ¿cuál sería su elección si de pronto le dicen qué le gusta, un

Juzgado o el otro? Esa duda me surge Dra. Abate. Entiendo y le voy a comentar que el

doctor Sergio Díaz Ricci, que fue uno de mis mentores, siempre me hizo la misma

observación, y le voy a comentar las mismas palabras que le decía a él, “soy una

apasionada del Derecho”. Afortunadamente en mis inicios me enamoré de la parte

pública, en la materia de Teoría del Estado, por aquel entonces era el viejo plan de estudio,

el plan del año 2000 y, realmente, me enamoré de la materia, un excelente equipo de

trabajo de la cátedra. Luego, me apasioné por el Derecho Constitucional, ahí tuve la

oportunidad de trabajar en la cátedra de Derecho Constitucional. Al terminar mi carrera

¿AMniversitaria se dio la oportunidad de trabajar en el Digesto Jurídico, también en el ámbito
OS

“de la parte constitucional y la vida me fue llevando por distintas ramas del Derecho pero

siempre tuve en cuenta, desde mi concepción, el Derecho es uno solo y la Carta Magna

es el norte que guía el accionar y la regulación de las leyes sumada, obviamente, a los
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Tratados Internacionales de Derechos Humanos, pero siempre tuve en claro que mi

corazón es constitucionalista y del Derecho Público pero aprendí a enamorarme, como le

decía, más ahora que estoy en el Juzgado Civil y Comercial, tener la oportunidad de poder

intervenir en causas tan disímiles y tan diferentes y en compañía de una persona, el doctor

Álvaro Zamorano, con quien tengo el gusto de trabajar que también es un gran estudioso

del Derecho y tener la oportunidad esa de poder enriquecerme con distintos temas,

estudiar y también, de alguna u otra manera, me terminé apasionado por lo que sería el

Derecho Civil. Creo, afortunadamente, a esas circunstancias de la vida que tuve la

oportunidad de trabajar puntualmente en los dos fueros, que podría desempeñarme, tengo

las capacidades y las habilidades sumados, obviamente, también a lo aprendido en la

Escuela Judicial que fue un gran aprendizaje porque fue justamente en competencias, creo

que todo ese bagaje de conocimientos y experiencias me facultan o me habilitan, de

alguna manera, a poder desempeñarme en los dos fueros. Realmente, a ciencia cierta y

con el corazón en la mano, me costaría elegir alguno porque creo que tienen muchas

similitudes, si bien tienen una gran diferencia, que en un obviamente el demandado por

excelencia es el Estado pero también tiene esa amplitud de criterios y creo que,

afortunadamente todo esto que le comentaba, incluso mi pasaje por los juzgados de

familias que me permitieron tener esa otra visión respecto de la importancia de los

vulnerables, de los niños, entonces, creo que todo lo aprendido suma independientemente

de luego donde pueda desempeñarme, en el caso de ser elegida, obviamente. Dr. Cossio.

Ya me sacó la duda, entonces, ahora le hago la pregunta. Usted dice que es apasionada

del Derecho Constitucional, mi pregunta tiene que ver con eso ¿qué opinión tiene sobre

el control de convencionalidad y de constitucionalidad en sede administrativa?, sobre todo

porque en este caso sería revisora de actos administrativos. Dra. Abate. Hay una

discusión y, justamente, estaba comentando sobre si existe una obligación por parte de

los órganos administrativos de efectuar el control de convencionalidad y

constitucionalidad. La discusión estaba en tomo a, obviamente, la declaración de

inconstitucionalidad de una normativa es una facultad reservada al Poder Judicial, pero

eso no implica que los restantes poderes no pueden hacer un control de los actos,

resoluciones o normativas que dictan para evaluar si ese acto, resolución o normativa se

adecua o no a la Constitución. Entonces, mi respuesta sería que estoy, obviamente, de
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acuerdo y pienso que en muchísimos casos se efectúa ese control, esa además una manda

dispuesta por la Corte Interamericana, ya hace algunos años, cuando en uno de los últimos

antecedentes primeramente delineó de qué se trataba el control de convencionalidad, qué

se entendía por dicho control, pero en los últimos años la Corte, específicamente señaló

que todo órgano del Estado, es decir los tres poderes el Estado tienen la obligación de

hacer un control de convencionalidad, es decir, determinar si los actos, disposiciones,

resoluciones o cualquier clase de normativa que se dicte se adecuan o no a los estándares

dictados por la propia Convención Americana de Derechos Humanos y también por la

jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Dra. Rodríguez

Campos. Tiene la palabra la Legisladora Pecci. Leg. Peeci. Doctora, mi pregunta parte

de algo que usted recién decía, usted señalaba claramente que en el Derecho

Administrativo, en lo Contencioso Administrativo, el demandado es siempre el Estado, y

el Estado tucumano, particularmente, está en una situación de emergencia en muchos

ámbitos sostenida desde hace muchos años, ¿usted cree que afecta esa situación de

emergencia a la tutela judicial efectiva que está dispuesta en los tratados internacionales

y que debe buscar el juez? Dra. Abate. Excelente pregunta. En distintas oportunidades la

Corte Interamericana de Derechos Humanos elige hasta casos testigo, en esos casos

testigo si bien no hubo una condena específica contra nuestro país en la temática que usted

menciona, sí hubieron varios antecedentes que señalaron que los estados de emergencia

no pueden ser un justificativo para negar o disminuir la protección de los Derechos

Humanos, siempre se habla en cuanto a Derechos Humanos de un principio muy

importante que es el de progresividad y no regresividad. Entonces si los estados asumen

internacionalmente alguna obligación en cuanto a algún derecho a la tutela de algún

Derecho Humano, luego no pueden, si no lo justifican acabadamente, regresar, es decir,

establecer menores márgenes de tutela para ese derecho. Además, obviamente, también

está otro principio aparte de este principio de no regresividad, está la importancia del

! principio de no discriminación en el tratamiento igualitario. En conclusión, creo que el

Estado, obviamente somos todos conscientes y máxime en el contexto en el que estamos

atravesando, que es una situación muy específica, pero ello no implica que el Estado no

o tenga ya ninguna obligación o que puede desentenderse de las obligaciones, lo que tendrá

que hacer es Justificar, en un caso muy puntual, si algún derecho está siendo vulnerado,
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por qué ese derecho está vulnerado y justificar exactamente y efectivamente por qué se

da en la práctica la situación de emergencia que se menciona. Cabe recordar en este punto

también que la Corte Suprema de Justicia de la Nación dijo que tampoco se puede admitir

un estado sine die, o sea prolongado indefinidamente de emergencia porque lo ideal es

que en algún momento uno regrese a la tan ansiada normalidad, es decir, creo que ahí es

indispensable, si se puede, como le digo, estas situaciones excepcionales, pero es

indispensable que el Estado demuestre que está haciendo los pasos necesarios para salir

de esa emergencia. Y eso es lo que creo que en un juicio se debe acreditar para determinar

si se atiende esa situación de emergencia o no, teniendo en cuenta estos criterios que usted

mencionaba de la Corte Interamericana y de los Tratados Internacionales de Derechos

Humanos. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor Marquetti. Dr.

Marquetti. Doctora, le quiero plantear una situación hipotética que, por ahí, no dista

mucho de que pueda ser la realidad y creo cual va a ser la respuesta, nada más que quiero

escuchar su fundamentación. Hay un proceso electoral muy controvertido, donde hay

impugnación a los miembros de la Junta Electora de la Provincia, donde hay

impugnaciones a candidatos porque, supuestamente, ya han sido reelectos por segunda

oportunidad. El día de la elección es un día muy complejo porque, supuestamente, hay

acarreo de votantes, reparto de bolsones, hay quema de urnas, pero no obstante eso el día

termina con un triunfador. Al otro día se pide la nulidad de la elección y ahí viene la tarea

del Magistrado ¿qué resuelve el Magistrado? porque usted sabe lo que indica la historia

de Tucumán, lo que ha pasado hace unos 4 años, cómo trabaja la opinión pública, las

redes sociales, los medios de comunicación que incentivan todo esto y ahi se necesita un

poco un juez que tenga la templanza, que tenga el equilibrio como para soportar ese tipo

de presiones, son presiones muy grandes porque implican no sólo los medios de

comunicación, redes sociales, sino también la presencia física, las manifestaciones en el

lugar del juzgado y también en su casa. ¿Siente la doctora Abate, Magistrada de ese caso,

de ese planteo judicial, que está en condiciones de soportar esa presión mediática, de la

sociedad y tiene la capacidad técnica como para dar una resolución que se ajuste a la

necesidad? Dra. Abate. Sí, efectivamente, la respuesta es positiva, creo que usted mismo

ha señalado en su pregunta varios de los caracteres o de las capacidades que creo que

tiene que tener una persona justamente para afrontar este tipo de casos que, aclaremos, no
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son los tradicionales, son los casos que se denominan complejos o sensibles porque está

involucrada, como usted mencionaba, la opinión pública, no es simplemente resolver este

caso, y lo que nosotros resolvamos puede tener incidencias muy importantes. Entonces,

creo que además de la templanza que usted mencionaba, una de las características

esenciales de un juez que atiende estos casos es también la prudencia y también recordar

la responsabilidad social, es decir, que no solamente como le comentaba está uno

resolviendo esto puntualmente sino que también tiene que tener en cuenta que ya los

jueces no hablan pura y exclusivamente por sus sentencias. Además, creo que lo que un

juez tiene que tener en estos casos, tiene que tener muy en claro cuáles son las mismas

herramientas que le brinde el Poder Judicial que creo que años anteriores no existían y

que eso posibilitó también que existan mayor exposición de los jueces que no fue la

deseable. Sé lo que usted comenta, porque sé lo que vivió una de las camaristas, que yo

la respeto mucho, una camarita muchos años y las presiones, como usted dice, los

escraches públicos, creo que afortmadamente la Corte tomó medidas importantes en ese

sentido en cuanto a crear una oficina de comunicación, eso me parece que es esencial

también tener en cuenta ¿por qué? porque si bien los jueces podemos tener ciertas

actitudes, como la que usted mencionaba, es lógico que de otras carecemos porque

escapan a nuestra formación profesional, es decir, los jueces no somos comunicadores

sociales, los jueces lo que tenemos que hacer es intentar reunir la mayor cantidad de

material probatorio para fallar justamente, que sea un fallo fundado en derecho, pero

también fundado axiológicamente, por eso decía no tenemos que descuidar el mensaje

que transmitimos a la sociedad. En conclusión, ¿que tengo las capacidades necesarias?,

no dudo que las tenga, ¿que sean casos sencillos de fallar?, no lo son, que las medidas

implementadas por la Corte entiendo que han sido sumamente positivas para casos

también muy sensibles en materia Penal, principalmente, he tenido la posibilidad de

evaluar el funcionamiento de la oficina de comunicación y me parece que es fabuloso por

cuánto, como le comentaba, yo puedo darle un mensaje a usted, pero tiene que ser

z ¿Entendido ese mensaje, va a depender más de usted que de lo que yo diga y por eso es

esencial que, realmente, personas que estén capacitadas en ello, lo transmitan el mensaje,

¿por qué? porque uno puede obrar de buena fe y puede querer comentar algo, pero en

realidad, lejos de contribuir a la pacificación social que era lo que se necesitaba en ese

21

OMT



momento, quizás lo enardece. Entonces, creo que el mensaje es contraproducente y por

eso sí creo que, sumado a lo que usted mencionaba, de la templanza, de la prudencia y,

obviamente, de las técnicas que uno tiene que tener para poder resolver conforme a

derecho, ajeno a las presunciones de todo tipo porque no eran solamente políticas, o de la

prensa, o de otros componentes, uno si tiene que ser independiente, impartial, es decir

equidistante a las partes, tener en cuenta los planteos que se realizan, la razonabilidad de

efectuar un test de razonabilidad y proporcionalidad de lo que se plantea, pero al momento

de comunicar la decisión judicial creo que ahí fue el quid. No sé si falla, simplemente no

existía la oficina ideal que podría haberse encargado de la comunicación y, cómo le digo,

la sensación en la opinión pública quizás hubiera sido diferente en esos casos, sensibles y

muy puntuales. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor Vals. Dr. Vals.

Doctora, en materia de responsabilidad del Estado, para usted, ¿qué es más conveniente:

adhesión a la Ley Federal o regulación provincial? Dra. Abate. Sin duda alguna, desde

mi óptica, es conveniente una regulación provincial, ¿por qué? porque la ley nacional fue

dictada teniendo en cuenta las particularidades propias de la Nación y en el caso nuestro

yo creo que la Provincia debería, sin lugar a dudas, dictar su propia normativa que tenga

en cuenta las particularidades propias de nuestra Provincia. Puede, obviamente, tener en

cuenta cuál es la regulación dada por otras provincias que ya lo hicieron o también por la

normativa nacional al margen de, obviamente, tener en cuenta los lineamientos de la

Constitución Nacional y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos en la

materia. Pero no me caben dudas de que lo óptimo o lo ideal sería que contemos con una

propia normativa provincial. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra la Legisladora

Najar. Leg. Najar. Doctora, bienvenida al concurso, a esta serie de preguntas y mi

pregunta puntual es sobre la doble instancia. En el proceso administrativo que genera,

muchas veces, dilataciones temporales excesivas en perjuicio de los justiciables, ¿cuál es

su opinión al respecto?, ¿qué haría de resultar electa para evitar que esto suceda? Dra.

Abate. Sinceramente, pienso, obviamente al existir una doble instancia si puede haber

cierta clase de dilación pero creo que son muchísimos mayores los beneficios de una doble

instancia que los perjuicios que se puedan advertir en cuanto a tiempo, porque en realidad

el mayor perjuicio seria obviamente el tiempo que llevaría el recurso de apelación en ser

tramitado a la Cámara. De todas maneras hay que recordar que antes también existió un
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recurso de casación en este caso ante la Corte, en este caso creo que son tantos los

beneficios de la doble instancia, aparte de que implica cumplir con una manda

convencional, está establecido el doble confronte, está establecido en los artículos $ y 25

de la Convención Americana de Derechos Humanos. Entonces, creo que es muchísimo

más lo que se gana que lo que se pierde, también hay que recordar que siempre,

obviamente, existe el error humano y la fundamentación de que alguien lo pueda controlar

es justamente eso, poder advertir errores y solucionarlos y que, realmente, se arribe a esta

solución justa y axiológicamente, es decir, como exige la Corte Suprema de Justicia de la

Nación. Creo que, en cuanto a lo que usted mencionaba de qué es lo que podría, en el caso

de ser electa, en mi caso creo que cuento con la gran ventaja de estar formada en lo que

es la gestión judicial, creo que los cambios en la digitalización de expedientes han sido

fantásticos, los procesos, indudablemente se van a ver acotados, lo que sí es necesario,

obviamente, una buena organización del trabajo, como usted dice, para lograr acortar al

mínimo indispensable los plazos. Por ejemplo, ahora el sistema, un adecuado manejo del

SAE, que es el actual sistema con el que contamos, permite crear alertas, establecer

alarmas, el control que uno puede llevar de los procesos para evitar dilaciones

innecesarias es mucho mayor que el que se tenía antes con el sistema anterior. Aparte de

ello, de la digitalización de expedientes, que como les digo no tengo duda de que va a

redundar en beneficio para todos los justiciables en cuanto la celeridad de los procesos,

la oralidad, sio duda alguna, creo que la posibilidad de la inmediación, es decir, de

escuchar realmente a los justiciables, de poder acercar a las dos partes, sentadas una en

frente de la otra, de facilitar el diálogo, porque muchas veces lo que sucede es que vuelan

papeles, van y vuelven papeles y la gente no se escucha y muchas veces ni siquiera

sabemos qué es lo que quiere el justiciable. Entonces, creo que la oralidad, la posibilidad

esa de que, realmente, estén juntos en una misma sala, de que se escuchan y en los casos,

por ejemplo, de las primeras instancias, de depurar pruebas, muchas veces es común el

por si acaso creo y uno prefiere pecar pidiendo más pruebas de las necesarias, en cambio

¿reo que esas audiencias que permiten organizar el trabajo de todo, porque es el del

Juzgado, de los profesionales; que los profesionales se concentran en lo importante, creo

que en términos de estadística los procesos se acortan muchísimo. Por ejemplo, en el

Fuero Civil procesos que antes podían llegar a tardar cuatro años con la oralidad demoran
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un año. Creo que esa, sin duda alguna, sería alguna de las incorporaciones que

administraría, aparte, como le decía, de las básicas de gestión judicial y de organización

del trabajo, es decir, capacitar al personal, esa es otra de las funciones muy importantes

porque a veces se trabaja mucho pero no se trabaja bien, que no es lo mismo, medir la

productividad creo que es algo muy importante, porque no es la cantidad de horas que

pasamos sentados en un trabajo la que le da valor agregado sí no es la forma en la que

trabajamos, a veces trabajamos mucho pero mal, entonces, es redireccionar eso para que

los procesos avancen mucho más rápido que lo que actualmente lo hacen o lo hacían,

principalmente, con los sistemas anteriores. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra

el doctor Padilla. Dr. Padilla. Doctora, la felicito por el resultado de su examen, muy

buen desempeño. Quería preguntarle qué opinaba ante un reclamo de honorarios por un

monto significativo, un monto muy importante, en contra del Estado provincial, ¿qué

opinión le merece la constitucionalidad de la ley 8851, en cuanto establece que estos

fondos públicos son inembargables? Dra. Abate. Afortunadamente, en los casos de la ley

8851, ya existen varios pronunciamientos, incluso de la Corte Suprema de Justicia de

Tucumán en los que apuntan a que la inconstitucionalidad de la ley estaría dada por no

haberse previsto un sistema que establezca ciertas excepciones como las que menciona

usted en cuanto a los honorarios que sabemos que tienen carácter alimentario. Entonces,

en ese caso al menos siguiendo los lineamientos de la Corte Suprema de Justicia de

Tucumán, en nuestro juzgado existieron varios pronunciamientos declarando

inconstitucional el sistema este que obliga a esperar, porque el sistema no es malo, eso sí

hay que aclararlo. Me parece que es un sistema correcto porque tenemos que tener en

cuenta que los recursos del Estado no son ilimitados, pero si hubiera sido razonable que

la ley establezca ciertas excepciones como las que usted menciona que son créditos de

carácter alimentario que no admiten dilaciones injustificadas y en esos casos puntuales sí

entiendo que corresponde la declaración de inconstitucionalidad de la ley en este aspecto

esencial en cuanto a no establecer una excepción para estos casos excepcionales, valga la

redundancia. Dra. Seguí. Doctora, en el gobierno democrático es esencial la idea de que

el Estado no es responsable de la responsabilidad del Estado, el Estado rinde cuentas y la

comunidad toma esas cuentas o actúa a través de las elecciones, pero a veces la comunidad

parece demostrarse cansada y comienza a cuestionar ya no sólo a la representación
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política, sino al propio Estado. Eso lo podemos ver en esas muestras de falta de

cumplimiento a las normas, amenazas de rebeldía, un descontento que parece ir más allá

de la contestación o el reproche al gobierno y a la representación política, parece que es

el Estado el que se pone en cuestión ¿Qué rol cree usted o qué puede hacer el juez y en

concreto el juez contencioso administrativo tiene algo para hacer? Dra. Abate.

Claramente creo que sí, siguiendo la respuesta del doctor Marquetti, creo que los jueces

tienen una función social muy importante. Debemos recordar que nosotros somos parte

del Estado, el Poder Judicial es un aparte esencial del Estado, entonces, creo que los jueces

sí pueden contribuir a la pacificación social, es decir, tienen las herramientas necesarias

para a través de sus sentencias brindar cierta tranquilidad a la sociedad, pero para eso creo

que los jueces también no solamente deben ser como decía el doctor Marquetti, jueces

que apelen a la templanza, a la capacitación, que reconozcan los valores humanos, sino

también deben parecerlo para que la sociedad esté tranquila y diga tenemos jueces que

han atravesado un proceso estricto de selección a través de justamente el CAM, que son

personas idóneas y que luego una vez sentadas en sus oficinas pueden transmitirle la

tranquilidad a la sociedad de que sus asuntos, sus conflictos, sus controversias están

tramitadas de manera independiente, impartial y con la mayor celeridad posible; es decir

que los jueces también tienen que recordar que los casos no son solo papeles, sino que

hay personas detrás de esos conflictos. Entonces, creo que la parte humana es la que los

Jueces no deben olvidar y creo que eso se ve reflejado, si bien a veces los malos ejemplos

son los que vemos en la prensa, he tenido la oportunidad de trabajar con jueces realmente

probos, personas muy capacitadas, muy responsables, muy comprometidas y la oralidad

creo que contribuye a reflejar eso, porque es distinto cuando nos cuentan la historia que

cuando nosotros podemos ir a una audiencia, ver cómo se conduce un juez, ver el

compromiso que asume. Entonces, creo que eso contribuye a generar una mejor imagen

en la función o en la funcionalidad que cumplen las instituciones democráticas que es de

suma importancia. Dr. Sale. Doctora, buenos días, felicitaciones por haber llegado a esta

.sinstancia tan importante. Mi pregunta, yo sé que usted es funcionaria del Poder Judicial y

conoce como se manejan las cosas acá en el Poder Judicial. Mi pregunta va dirigida, usted

ha hablado recién de la impartialidad, imparcialidad, todos aquellos principios

fundamentales del Código de Ética Iberoamericano ¿Qué haría usted con la prensa, qué
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relación tendría con la prensa, si tendría una relación directa, si la relación suya con los

medios de prensa sería por medio de una oficina que tiene el Poder Judicial, si usted

prefiere tener un diálogo franco y directo con la prensa, esto de que ahora está tan en boga

de que todo tiene que ser público, cuál sería su conducta en ese sentido y además cómo

haría usted para atender a las partes cuando le pidan audiencia en una causa de estas que

usted se refirió recién, causas conflictivas, causas complicadas, atendería a las partes por

separado, lo atendería en vía remota, cómo sería usted como jueza en base a esas

preguntas que le hice? Dra. Abate. En cuanto a la primera pregunta de la relación con la

prensa también vuelvo un poco a la pregunta que me hizo el doctor Marquetti en cuanto

a que entiendo que nosotros no estamos formados, somos juristas, estamos formados

esencialmente en Derecho, por ende carecemos de mucha formación necesaria realmente

para muchas veces transmitir mensajes y que los mensajes lleguen como nosotros

queremos que lleguen, porque carecemos de esas competencias que tienen que ver más

bien como en la comunicación, bay personas que estudian una licenciatura en

Comunicación cinco años para garantizar efectivamente que lo que dicen llegue

claramente sin ninguna clase de distorsión y sin ninguna clase de doble o triple lectura al

destinatario del mensaje que es lo importante. Entonces, en mi opinión lo correcto es que

las personas que están capacitadas para ello sean las que asuman la difusión de ciertas

causas que son sensibles. Era lo que pasó, por ejemplo, con el caso de Marita Verón que

creo que ahí se estrenó la Oficina de Comunicación del Poder Judicial y claramente creo

que cumplió con su cometido que vendría a ser justamente poder comunicar cuestiones

esenciales sin afectar en este caso las particularidades del proceso penal, pero sí se fueron

difundiendo temas y cuestiones muy específicas sobre el proceso, porque tampoco creo

la idea que usted mencionaba de oscurantismo, de falta de transparencia, de que queremos

esconder algo, entonces creo que sí se debe comunicar, pero como diría el licenciado

Kevin Lehman en la Escuela Judicial, lo importante es que lo que comuniquen sepan

hacerlo, porque sI no podemos generar mayores daños que los que queremos evitar.

Entonces, la transparencia sí es importante, pero como le digo entiendo que los que tienen

que comunicar son los que están capacitados para ello. Y con respecto a la segunda parte

de su pregunta en cuanto a las audiencias, francamente he tenido la posibilidad de

desempeñarme en audiencias de violencia doméstica en su mayoría y realmente súper
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importante para el juez contar con el relato de las partes. Entonces, yo sería proactiva a

recibir las audiencias, lo que sí conforme lo establece el Código Iberoamericano de Ética

procuraría que en lo posible estén las dos partes como usted mencionaba doctor Sale, que

estén presentes, escuchar los dos relatos para justamente también evitar esto que le

comentaba de que se piense que el juez no es imparcial, que el juez no es transparente,

que quiere beneficiar a algunas de las partes, por ello en la medida de lo posible optaría

por celebrar audiencias. Ahora la tecnología lo permite, entonces, coordinar de alguna

manera un encuentro, que ese encuentro pueda quedar incluso grabado para aventar

cualquier clase de sospecha pero, sí creo que es importante brindarle a las partes la

posibilidad de ser escuchadas, de que puedan conocerlo también al juez, que puedan

percibir que el juez sí sabe de qué se trata su caso que no es un papel más que encontró

en su despacho y que busca brindar una solución, porque creo que las personas quieren

eso, ser escuchadas, saber que alguien las escucha y que una persona capacitada está

buscando la solución a sus problemas y puede ayudarlos a construir esa solución. Creo

que eso es fabuloso y como le digo cambia también la imagen de la Justicia, no es que

estamos encerrados en nuestros despachos y no abrimos la puerta a nadie, creo que es

todo lo contrario, demostrar la transparencia que se puede trabajar de manera imparcial o

impartial tomando encima contacto con ellos, creo que es lo óptimo, pero como le digo

tomando esos recaudos y vamos a recibir a algunas de las partes sin la presencia de la otra

procurar que existan otras personas que nuestro despacho esté abierto, como le digo no

porque la independencia de uno se pueda ver necesariamente afectada, sino para la imagen

que les decía que transmitimos al resto, que el otro justiciable este tranquilo y que diga la

jueza ha escuchado a tal o cual persona, pero no por eso me va a perjudicar. Siempre

mantener la garantía de la impartialidad que creo que es sumamente importante. Dra.

Rodríguez Campos. ¿Doctora, cuál es su opinión respecto a la concesión de cautelares

en el ámbito de un proceso de amparo, qué circunstancias tendría usted en cuenta? Dra.

y Abate. En el fuero Contencioso Administrativo es muy frecuente la concesión de

A ¿¿Meautelares en los procesos de amparos de salud. Es muy tradicional porque debo tener en
eh

“Cuenta que si no se dicta la cautelar a tiempo, muchas veces no tienen ni siquiera sentido

seguir adelante el proceso de amparo. En estos casos si creo que son las que se conocen

como medidas autosatisfactivas, porque muchas veces involucran el despacho de la
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cautelar involucra realmente tratamientos que se difieren para la definitiva, usualmente

en otros procesos, pero creo fehacientemente que si están dadas las condiciones para que

se dicten las medidas cautelares exigidas por el artículo 213 del Código Procesal Civil y

Comercial, entiendo, es decir en cuanto a la verosimilitud del derecho, al peligro de la

urgencia, entiendo, no es que vea vallas, al contrario pienso que si están dadas, sí o sí se

las tiene que dictar teniendo en cuenta, por ejemplo, casos como las condenas a Argentina

en el caso “Furlan”, porque creo que si esas medidas no son dictadas a tiempo luego el

proceso se puede prolongar y podemos lamentar la vida de una persona o la pérdida de

calidad de vida de una persona, sabemos que una prótesis que no llega a tiempo puede

después tener perjuicios en cuanto a la movilidad que pueda recuperar la persona o a la

recuperación concreta de la misma. Entonces, creo que, sin lugar a dudas, sí están dadas

las condiciones para el dictado de medidas cautelares, las mismas deben despacharse

favorablemente y en el menor tiempo posible, obviamente. Dra. Rodríguez Campos.

Gracias, doctora, la saludamos y terminamos la entrevista. Se retira de la sala virtual de

reunión la doctora Andrea Viviana Abate. Doctor Pablo Alejandro Salomón.

Entrevista. Ingresa a la sala virtual de reunión, el doctor Pablo Alejandro Salomón. Dra.

Rodríguez Campos. Buen día, doctor. Dr. Salomón. Buen día atodos. Dra. Rodríguez

Campos. Antes que nada le doy la bienvenida en nombre de todo el Consejo. Le voy a

pedir que me cuente si está solo en el lugar de donde está trasmitiendo la entrevista. Dr.

Salomón. Sí estoy solo. Dra. Rodríguez Campos. Le vamos a pedir que siempre durante

la entrevista en todo momento esté mirando la pantalla, le vamos a pedir también que si

no entiende alguna pregunta no la repita en voz alta, sino que le pida al consejero que se

la reitere. Esta entrevista se va a realizar de manera muy similar a las entrevistas

presenciales, ya lo hemos tenido en algunos otros concursos en el Consejo, así que ya

conoce, los consejeros le van a ir haciendo preguntas en el orden en que van pidiendo la

palabra. También le voy a pedis que se presente ante el Consejo, nos diga aquello que a

usted le parezca oportuno traer y que le parezca importante para esta entrevista y luego

vamos a empezar con la serie de preguntas. Dr. Salomón. Tengo 39 años, estoy casado,

tengo un hijo de 7 años, me recibí en la Facultad de Derecho de la UNT en el año 2004,

hice una especialización en Derecho Tributario y Finanzas Públicas, también en diferentes

cursos de postgrado, cursé también una parte de un profesorado en Tecnología y algunos
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cursos de programación, también en cuanto a maestría estoy concluyendo la maestría en

Derecho Empresario de la UNSTA y actualmente hago un diplomado en Derecho e

Innovación de la Facultad de la Derecho de la UNT y soy egresado de la primera

promoción de la Escuela Judicial del CAM. En cuanto a docencia me desempeño como

auxiliar en la materia de Derecho Tributario y Financiero, cátedra A de la Facultad de

Derecho de la UNT y también como profesor del espacio Proceso de Participación

Ciudadana del Instituto Provincial de Administración Pública, IPAP. Y en lo laboral

ejerzo la profesión, soy jefe de la división jurídica de la Dirección Regional Tucumán de

la Afip. Ingresé en el año 2003 a través de unas pasantías, estuve hasta el año 2009 en la

sección dictámenes y sumarios que realiza dictámenes jurídicos sobre previos actos

administrativos, también la aplicación de sanciones, de multas, luego entre el 2009 al

2015 pasé a la sección de juicios universales que representa al fisco en materia de

concursos y quiebras y también juicios contenciosos administrativos en el fuero Federal,

y ahora estoy a cargo de esas dos secciones y de una más que es la sección Penal Tributaria

que analiza la formulación de denuncias por violación a la Ley n* 27.430, querellas, y

tengo aproximadamente 27 personas a cargo y tiene competencia en la Provincia de

Santiago del Estero y Catamarca. Dra. Rodríguez Campos. Le damos la palabra al doctor

Luis Cossio. Dr. Cossio. Buen día, doctor. ¿Me gustaría saber su opinión sobre el control

de constitucionalidad y convencionalidad en sede administrativa? Dr. Salomón. El

control de constitucionalidad es algo a lo que están obligados los jueces y consiste en

verificar si las normas y los actos del Poder Ejecutivo se adecuan a la Constitución, pero

a su vez de acuerdo al artículo 75, inciso 22 existen tratados que revisten la misma

jerarquía constitucional como, por ejemplo, la Convención Interamericana de Derechos

Humanos, pactos internacionales de Derechos Civiles y Políticos que fueron incorporados

con la misma jerarquía constitucional en la reforma de 1994 y también se pueden agregar

otros tratados con un procedimiento de mayoría especial. En principio las primeras teorías

mostraban que el control de constitucionalidad era ejercido por el Poder Judicial, pero

, Juego ese paradigma se fue ampliando y se fueron desarrollando otras modalidades
ES

también de control que ahí es donde nace el control de constitucionalidad que algunas

posturas que sostienen que también están obligadas en las ramas del Poder Ejecutivo en

sus diferentes niveles a aplicar ese control de constitucionalidad; si bien la doctrina
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tradicional sostenía que no podía dejar a la inconstitucionalidad de una norma, el mismo

Poder Ejecutivo que solamente la aplica, pero las teorías modernas sostienen que esto ya

es posible. Tenemos el fallo Baena a través de la Corte Interamericana de Derechos

Humanos que sostiene que están obligados a aplicar este control o a ejercerlo en diferentes

niveles, también administración pública; inclusive por dar un ejemplo, normativa, la Ley

n* 11.683 de Procedimiento Tributario y creo que el Código Tributario Provincial también

establece que si bien en principio el Tribunal Fiscal de la Nación o el de las provincias

pueden declarar la inconstitucionalidad cuando ya fue reconocida por la Corte Suprema

y son tribunales que si bien revisten caracteres de independencia, son de naturaleza

administrativa. Así que de alguna manera se está empezando a reconocer esta facultad y

creo que es positiva coro para evitar litigios con la administración que, yo reflexionando

un poco las razones por las que el Estado muchas veces es llevado a juicio, lo cual a veces

sorprende porque es un poder del Estado que debería respetar las normas, pero de alguna

manera estaban esas limitaciones con las concepciones anteriores de tener que apegarse a

la norma, al reglamento y no poder a veces aplicar la doctrina de control de

constitucionalidad o fallos que ya han declarado inconstitucional. Pero con esto

evitaríamos quizás la proliferación de juicios contra el Estado que sería algo positivo.

Dra. Peceí. Doctor, buen día. Tomando esto de los juicios contra el Estado, obviamente

el fuero Contencioso Administrativo es el fuero en el cual se hacen las demandas al Estado

y el Estado tucumano está en una situación de emergencia en casi todos sus aspectos desde

hace muchos años, no desde ahora, saquemos el tema puntual de la pandemia, ¿cómo cree

usted que afecta esto a la tutela judicial efectiva? Dr. Salomón. ¿Me podría repetir la

pregunta y no sé si yo le podría pedir un poco de mayor precisión en cuanto a cuáles de

las medidas adoptadas? Dra. Peeci. Por ejemplo, en materia económica, el Estado viene

en emergencia desde hace mucho tiempo, entonces, particulares que demandan al Estado

se ven dificultados del cobro cuando ganan, ¿cómo afecta esa situación de emergencia

continua a la tutela judicial efectiva que está dispuesta en las convenciones

internacionales? Dr. Salomón. En situaciones de emergencia existen delineamientos

jurisprudenciales que permiten dictar normas que puedan limitar temporalmente los

derechos con ciertos requisitos como ya en los diferentes fallos de la Corte como Peralta

hablan de que la emergencia tiene que ser limitada en el tiempo, tiene que ser
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proporcionada en función del medio al fin que se está utilizando, debe tratar de ser lo

menos restrictiva posible; ahora, en cuanto al cobro de créditos hay dos mecanismos, está

la Ley n* 8.851 que establece que cuando el Estado agota los recursos del ejercicio para

abonar las sentencias, entonces, son presupuestadas para el año siguiente y se hace hasta

el 31 de agosto un registro de sentencias condenatorias y que a partir del año siguiente ya

queda expedita la ejecución del crédito contra el Estado. Sería un diferimiento de tan solo

un ejercicio. Ahora, otras medidas ya son cuando se hace una consolidación de deuda que

ya no se paga en efectivo, sino con bonos de consolidación y sí se consolidan deudas a

una determinada fecha y luego se abona en bonos a largo plazo y lo que a veces dice la

Jurisprudencia sobre estas medidas es que hay que tener en cuenta no sólo el orden

temporal de la sentencia de cuándo va quedando firme cada una, sino también tener en

cuenta la naturaleza del crédito o la situación del deudor. Hay algunas normas

administrativas, pero principalmente yo creo que el Poder Judicial irá definiendo en cada

caso, por ejemplo, si es un crédito alimentario o una persona en situación de

vulnerabilidad, bueno, se podrá dar alguna prioridad en el cobro con relación al orden

temporal o al registro de sentencia. Esa es mi opinión que habría que tomar en cuenta

cada caso y en base a una efectiva prueba en tal sentido de la necesidad que pueda tener

este acreedor de percibir el crédito. Hubo un fallo donde habían determinado que los

honorarios, por ejemplo, contra el Estado eran alimentario, pero solo a $300.000 fijó un

monto la Cámara y luego la Corte lo dejó sin efecto porque decía que no se fundamentó

debidamente el monto. Entonces, es bueno que en cada caso se pueda apreciar en forma

objetiva y con pruebas la situación de vulnerabilidad del deudor. Dr. Marquetti. Buen

día doctor. Vivimos en una sociedad muy convulsionada, muy cuestionadora que hace

uso y abuso de su libertad de expresión generalmente utilizando las redes sociales muchas

veces con razón y muchísimas veces sin razón; es decir, las mismas insatisfacciones, las

carencias que tiene la gente hace que por ahí se desquite con alguien. Hasta hace poco

iempo el blanco predilecto era el poder político, se decían muchas cosas, hoy

lamentablemente, en muchos casos por cuestiones internas de la justicia sobre todo en las

que se han producido en estos últimos tiempos hace que el Poder Judicial también sufra

un proceso de desgaste y que nos afecta a todos, no sólo a los magistrados, sino también

a los abogados, a todos los actores que tenemos intervención en la justicia ¿Qué piensa
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el doctor Salomón, qué podría aportar el juez Salomón para hacer frente a esta situación

de crisis por la que atraviesa el Poder Judicial? Por ahí en este Consejo hay jueces

laborales, jueces de Documentos y Locaciones y por ahí lamentablemente lo que hace el

juez Contencioso Administrativo o lo que hace el juez penal es un poco el que está más

expuesto, es el que publica a la prensa y que por ahí más afecta al Poder Judicial, por eso

usted eventualmente podría ser juez Contencioso Administrativo, es un fuero sensible, va

a tener la decisión de cuestiones muy espinosas que tiene que ver con justamente con los

poderes que más están siendo cuestionados como es el poder político ¿Qué aportaría el

doctor Salomón? Dr. Salomón. Lo que yo propondría es tener en cuenta siempre la

transparencia, mantener informada a la ciudadanía, por ahí en algún caso de relevancia

mediática me apoyaría un poco en la Oficina de Comunicación que tiene el Poder Judicial

para brindar un mensaje unificado, que sea claro, evitando por ahí que la sociedad arme

como juicios paralelos que muchas veces surgen por la falta de información; a su vez

comunicar un poco las vicisitudes que pueda tener el proceso para que no tengan una

expectativa excesiva de lo que puede hacer o no el Poder Judicial, tener cuenta las diversas

reglas a las que estamos sujetos, así que yo creo que a través de la información y la

transparencia podemos ir mejorando también las relaciones a nivel de comunicación con

el ciudadano para que haya mayor transparencia. Dr. Vals. Buen día, doctor ¿En materia

de responsabilidad del Estado qué le parece más conveniente, la adhesión a la Ley Federal

por parte de la Provincia o una regulación provincial propia? Dr. Salomón. La Ley

Federal de responsabilidad del Estado tiene diferentes supuestos, analizar la

responsabilidad del Estado la divide por actividad ilícita, suele incrementar los rubros

indermnizatorios cuando es una responsabilidad de carácter ilícito, ya que cuando es lícita

por ejemplo no se puede reclamar el lucro cesante. La Provincia tiene facultades para

dictar su ley de responsabilidad del Estado, de todas formas creo que sería favorable en

general la adhesión, quizás aprovechando la particularidad local para poder aplicar

algunas particularidades propias de nuestra Provincia o alguna necesidad o fallo particular

para seguir algunas doctrinas, pero en general me parecería positivo adherir a la Ley

Nacional de Responsabilidad del Estado y de por sí que sería superior a la situación actual

a la que se tiene que aplicar por analogía el Código Civil y Comercial que genera muchas

dudas sobre todo en los presupuestos de responsabilidad y en la extensión del
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resarcimiento. Otros temas por ahí no dan tanto lugar a discusión como la relación de

causalidad, por ejemplo, o la antijuridicidad, bueno, eso según su norma específica, pero

en cuanto a la extensión del resarcimiento creo que es bueno definirlo para zanjar muchas

de las dudas que tenemos; inclusive eso en el Código Procesal es una función específica

del Poder Judicial de definir cuáles son los daños y perjuicios contra el Estado y ahí no

hace falta agotar previamente la vía administrativa, porque es como una función propia

ya del Poder Judicial, aunque podría haber también mecanismos administrativos de

reparación de daños, podría ser un carácter preventivo interesante, pero, bueno, el Poder

Judicial necesita normas específicas para este tema. Leg. Najar. Buen día, doctor. Mi

pregunta va dirigida a algo específico, al decreto de necesidad y urgencia n* 690 dictado

por la Nación, en el sentido que declara como un servicio esencial a la telefonía móvil, a

la telefonía paga y al internet, a esos tres servicios específicamente. En su opinión como

conocedor del derecho administrativo, ¿qué opina sobre este decreto, considera justificada

la declaración de servicio público esencial? Dr. Salomón. Yo creo que la sociedad un

poco fue evolucionando y los servicios también. Ese concepto se va un poco extendiendo

por la situación de pandemia que vivimos y ya no puede limitarse solamente a lo que sería

el agua o la energía eléctrica, sino que hoy en día el servicio de internet puede ser

indispensable para comunicarse entre los seres humanos y yo creo que el decreto ingresa

dentro de lo que sería la legislación de emergencia del Poder de Policía que permite en

los casos restringir en este caso los derechos de las compañías prestadoras a suspender el

servicio por falta de pago. Justamente ayer leía un artículo de la ley que hablaba que

estaría dentro de las facultades de hacerlo siempre que tenga algún tipo de límite, tampoco

que sea indemnidad para no pagar indefinidamente el celular o el internet, pero de alguna

manera creo que la situación económica y de salud actual, creo que se viene prorrogando

desde marzo ese decreto debe ser de los últimos que fue prorrogado. Esa sería mi opinión.

Dra. Seguí. Doctor, buen día. Mi pregunta es en torno a algo que genera un poco de

decir hay asuntos en que la Provincia sea demandada y no generen competencia

contencioso administrativa, es eso posible?, ¿entonces, de qué clase es la competencia?

S Dr. Salomón. Lo que dice la Ley Orgánica de Tribunales es que la competencia del

Juzgado Contencioso Administrativo se da cuando la relación jurídica sea de naturaleza
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administrativa o tributaria y excluye a algunas situaciones que son propias ya de otros

fueros como las expropiaciones, las ejecuciones fiscales, por ejemplo, pero en lo que tiene

que ver con la naturaleza, surge la duda porque hay veces en que uno duda si es meramente

de esa índole o bien de naturaleza política y sobre eso, hay ciertos fallos de la Corte

Provincial que muchas veces determinaron la competencia originaria de la Corte

Suprema, creo que era por ejemplo en algún caso de impugnación vinculada a decisiones

de naturaleza política, de cargos electivos; en cambio los temas eminentemente

administrativos tendrían que ver con decisiones del curso normal de los que toma la

nominación, pero algo como una casuística un poco dependiendo del caso para determinar

esa competencia, digamos, que es bastante rica en otras provincias y a través de diferentes

fallos se fue definiendo si era competencia de la Cámara o bien originaria de la Corte.

Estos juzgados, obviamente, a partir de que lo pongamos en funcionamiento, porque

actualmente está resolviendo en instancia única la Cámara Contenciosa, pero, bueno con

la Ley n* 8.970 y 8.971 se crearon ya hace tres años los juzgados para los que estamos

concursando ahora. Dra. Seguí. Respondió bien doctor, pero la pregunta es en torno de

si se trata de una competencia material o por el órgano Dr. Salomón. Entiendo que sería

una competencia material, hay organismos que por ahí no estrictamente pueden ser de

derecho público, pero no estrictamente estatales o hay entes descentralizados también, así

que me inclinaría por la competencia material. Dra. Rodríguez Campos. Doctor,

sopesando un. poco el principio de congruencia a la hora de dictar sentencia un juez y la

posibilidad de aplicación del principio jura novit curia, ¿cuáles son las circunstancias que

usted cree que tendría que tener presente en el caso de que el juez decida aplicar una

normativa que no ha sido esgrimida por ninguna de las partes?, ¿cuál es el límite que usted

entiende que tiene esta aplicación? Dr. Salomón. Lo que dice el Código es que el juez

resuelve los planteos a las peticiones y a los hechos que alegan las partes, pero en cuanto

al derecho puede proveer el derecho como usted decía el principio de tura novit curia y

en mi caso particular sí en la medida en que se ajuste a la pretensión formulada, no vería

problemas para aplicar otra norma o inclusive para recalificar la petición en base a la

verdadera naturaleza de lo solicitado. Muchas veces por ejemplo no se pretende

exactamente la nulidad del acto, sino algún tipo de modificación de algunas de sus

modalidades. Entonces, yo creo que en la medida en que se acerque a la petición de la
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parte y teniendo en cuenta las particularidades del fuero, creo que para llegar a lo que

sería el principio de justicia y de verdad material, sí estaría dispuesto a aplicar ese

principio que mencionó usted. Rodríguez Campos. Gracias, doctor, lo saludamos y

terminamos la entrevista. Se retira de la sala virtual de reunión el doctor Pablo Alejandro

Salomón. Doctor Leonardo Violetto. Entrevista. Ingresa a la sala virtual de reunión,

el doctor Leonardo Violetto. Dra. Rodríguez Campos. Buen día, doctor. Dr. Violetto.

Buen día a todos. Dra. Rodríguez Campos. Antes que nada le doy la bienvenida en

nombre de todo el Consejo. Le voy a pedir que me cuente si está solo en el lugar de donde

está transmitiendo la entrevista. Dr. Violetto. Sí, estoy solo. Dra. Rodríguez Campos.

Le vamos a pedir que siempre durante la entrevista en todo momento esté mirando la

pantalla, le vamos a pedir también que si no entiende alguna pregunta no la repita en voz

alta, sino que le pida al consejero que se la reitere. Esta entrevista se va a realizar de

manera muy similar a las entrevistas presenciales, ya lo hemos tenido en algunos otros

concursos en el Consejo, así que ya conoce, los consejeros le van a ir haciendo preguntas

en el orden en que van pidiendo la palabra. También le voy a pedir que se presente ante

el Consejo, nos diga aquello que a usted le parezca oportuno traer y que le parezca

importante para esta entrevista y luego vamos a empezar con la serie de preguntas. Dr.

Violetto. Soy abogado, argentino, casado, mayor de edad, egresado de la Facultad de

Derecho y Ciencias Sociales de la UNT en el año 1999. En 1994 ingresé a trabajar en el

Poder Judicial como ayudante judicial en el Juzgado Civil de Documentos y Locaciones

de la V Nominación. En 1996 en el mismo juzgado ascendí al cargo de encargado auxiliar,

y en el año 1999 ya con el título de procurador fui ascendido al cargo de encargado mayor

auxiliar de juez para cumplir las funciones de relator en el Juzgado Civil en Documentos

y Locaciones de la IX Nominación del Poder Judicial. Me recibí de abogado en el 1999,

en el año 2001 inicié un posgrado en Derecho Económico Privado en la Universidad de

El Salvador que se dictó en el ámbito del Poder Judicial de la Provincia de Jujuy; en el

_ año 2007 inicié una maestría en Derecho Procesal con Orientación Civil en la Facultad

: _. “de Derecho y Ciencias Sociales de la UNT, la que completé el 75% aproximadamente, y

en los años 2015 y 2017 culminé una especialización en tributación en la Facultad de

Ciencias Económicas de la Universidad Nacional de Tucumán. En el año 2003 renuncié

al Poder Judicial de Tucumán y durante el año 2003 y 2004 trabajé en el estudio del doctor
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Raúl Buffo fundamentalmente en la parte de Derecho Laboral, Derecho Administrativo y

cuestiones de tipo patrimonial; desde el año 2004 en adelante ejerzo la actividad

profesional en forma privada y entre los años 2005 y 2010 trabajé en la Fiscalía de Estado

en la Provincia de Tucumán. Soy coautor y colaborador de un Código Civil Comentado

publicado por la editorial Nova Tesis dirigido por el doctor Carlos Alberto Gersi, un

comentario del artículo 1.582 bis del entonces, Código Civil y tengo trabajos publicados

en el dial.com y editorial La Ley en las publicaciones de la Ley Noroeste Anales de

Legislación Argentina y suplemento de Derecho Constitucional; y en el año 2001, el

doctor Marcelo Bourguignon me honró con la posibilidad de participar como ayudante de

cátedra con el cátedra de Derecho Procesal Civil IL, en ese entonces, a cargo de los

doctores Juan Carlos Peral y Claudia Sbdar. Esa sería mi breve introducción. Dra.

Rodríguez Campos. Le damos la palabra el doctor Luis Cossio. Dr. Cossio. Doctor,

aprovechando sus conocimientos en Derecho Procesal, en su presentación dijo que

participa en la cátedra, estamos en un proceso de oralización, ya le tocó al fuero Penal

estamos en una reforma del Código Procesal Civil, pero estamos en un fuero Contencioso

Administrativo, ¿usted cree que la oralización es posible teniendo en consideración las

características del actor o demandado que es el Estado? Dr. Violetto. Una de las cosas

que tiene el procedimiento administrativo es que fundamentalmente es escrito, es decir

todo lo que refiere a hechos o actos procesales o procedimentales, en el procedimiento

administrativo eran documentados, o sea quedan documentados por escrito, por eso todo

lo que es la etapa de iniciación en el sentido de demanda, contestación de demanda, en

principio va a ser de tipo documental la demanda, excepciones previas, contestación de

demanda, etcétera. Ahora, bien en la etapa de la apertura de la causa a prueba no veo

ningún inconveniente que se pueda apelar al instituto de la oralidad, es decir a partir del

momento en que se realizaría la audiencia preliminar en que las partes determinan los

hechos que van a ser conducentes para la solución del caso, a partir de ahí que se de una

mayor oralidad del proceso que ya de por sí está previsto en lo que sería por ejemplo, la

mayoría de las pruebas testimoniales como lo son la testimonial propiamente dicha y la

confesional no veo inconveniente en que pueda haber una mayor dinámica del proceso en

ese sentido en cuanto a la oralidad. Dr. Cossio. Nosotros en la oralidad vemos que una

de las funciones que se habla es justamente la inmediación de las partes para llegar a un
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acuerdo, acá usted ¿cómo lo ve con quien tiene que acordar el Estado que a su vez tiene

sus propios trámites, cómo se puede zanjar eso, qué le parece a usted? Dr. Violetto. El

problema que hay con la Administración Pública es la posibilidad de desistir, conciliar

depende de los agentes que tienen jerarquía de funcionarios, es decir de jerarquía de

ministro y titular del Poder Ejecutivo, en ese caso los que son apoderados de la

Administración Pública sólo pueden llegar a una composición de litigio si cuentan con

una facultad especial que esté expresamente documentada en ese sentido. Por eso, en ese

caso, por ejemplo, en la apertura de la audiencia preliminar con la apertura de la causa a

prueba y en la que están las partes están en mal posición, digamos, así, solo en el supuesto

de que el apoderado o se presente personalmente el ministro que va a ser muy dificil o el

apoderado cuente con un poder especial para llegar a una conciliación en esa instancia

solo en ese caso podría darse la posibilidad de tratar de lograr un avenimiento. Dra. Peeci.

Buenas, doctor. Mi pregunta es en el marco de las emergencias en que está el Estado

tucumano, emergencia económica, pasando por la emergencia sanitaria que tenemos en

este periodo de tiempo que es relativamente nuevo que todavía hay factores que están

ocurriendo, sacando eso, la Provincia viene con una situación de emergencia sostenida en

muchos aspectos y desde hace muchos años, ¿cómo cree usted, siendo que en el fuero

Contencioso Administrativo se lo demanda al Estado, cómo cree que afecta a la tutela

judicial efectiva está situación sostenida en el tiempo de la emergencia? Para clarificar la

pregunta. Sabemos que las emergencias deben ser por un tiempo determinado, sin

embargo la Provincia tiene emergencia durante mucho tiempo, llevamos una emergencia

económica, por ejemplo, ¿cómo afecta eso a la tutela judicial efectiva? Dr. Violetto. El

derecho fundamental de toda persona es el derecho a la tutela judicial efectiva que está

reconocida por el artículo 18 de la Constitución Nacional y 8.1 de la Constitución

Americana sobre Derechos Humanos y su relación con el artículo 25 de la Convención

Americana de Derechos Humanos en el sentido de que establece que el hecho de que el

recurso judicial si produjo un resultado como decir que lo declarado en el

pronunciamiento, trasunta en una realización en la vida de la parte se plantea la cuestión

relacionada con la emergencia económica o con los estados de emergencia que son

estados de excepción en la normalidad tiene la peculiaridad en la Provincia de Tucumán

de que viene desde hace mucho. Entonces, el legislador, declara la emergencia
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económica, se produce un estado de excepción, pero a la vez también establece una serie

de mecanismos con el objeto de diferir el cumplimiento de las obligaciones, en ese sentido

en la medida en que el mecanismo difiere el cumplimiento de las obligaciones y no altere

la sustancia del derecho, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de Tucumán,

en principio ha convalidado la declaración de emergencia económica. Es decir el primer

problema que tiene la declaración de emergencia económica es que la parte que tiene que

impugnarla tiene la carga de demostrar que no existe por la presunción de legitimidad que

tienen las leyes, la parte tiene la carga de demostrar que ese estado de emergencia no

existe. Ahora bien, si la parte no logra cumplir con la carga de probar de que el estado de

emergencia no existe al tenerse por acreditado el estado de emergencia, los mecanismos

que el Estado a su vez establece con el objeto de diferir el cumplimiento de las

prestaciones que se resuelvan en el pago de una obligación de tal suma de dinero, la

jurisprudencia de la Corte de Tucumán la ha considerado válida excepto que no contemple

algunas situaciones especiales como ser por ejemplo, créditos de naturaleza alimentaria o

de personas o prestaciones, por ejemplo relacionadas a haberes previsionales, porque son

personas que se refieren a situaciones de vulnerabilidad o de hiper vulnerabilidad que el

ordenamiento está obligado a contemplar en el sentido de tramitar mecanismos que

permitan la percepción del crédito de un modo más rápido. Ahora, bien en lo que refiere

a las otras clases de prestaciones, es decir que no se refieren a personas que son

vulnerables la ley también establece un mecanismo de compensar ese diferimiento con el

reconocimiento del pago de intereses y de actualizaciones para que el proceso

inflacionario no deteriore la sustancia del derecho reconocido en el pronunciamiento. O

sea, que en principio la ley de emergencia económica goza de presunción de legitimidad,

lo que hace que el particular tenga la carga de cumplir con la prueba de que esa

emergencia no existe, si el particular no logra cumplir con esa carga y se tiene por

existente la emergencia, el análisis pasa por los mecanismos que el legislador prevé con

el objeto de diferir el cumplimiento de las prestaciones y siempre contemplando las

situaciones especiales como sería, por ejemplo, las que se refieren a créditos de naturaleza

alimentaria o prestaciones de naturaleza previsional o al derecho a la salud. Dr.

Marquetti. Doctor, buen día. Usted aspira a cubrir un cargo en un fuero muy sensible

porque tiene que resolver todas las cuestiones que tienen que ver con el Estado, con
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nuestros gobernantes y por ahí se habla mucho de la judicialización de la política y la

politización de la justicia. ¿Cómo juzgaría en usted estás presiones de los medios de

comunicación, de las redes sociales, de lo que la gente dice, la opinión pública que se

expresa, cómo juzgaría en el juez Leonardo Violetto en la independencia? Dr. Violetto.

Uno de los límites que tiene cada uno de los órganos entre los que la Constitución

distribuye, el poder tiene un ámbito de competencia exclusivo y excluyente. Al Poder

Judicial le corresponde resolver en los casos o causas en los que está llamado a decidir,

¿qué se entiende por caso o causa? Toda controversia que se da entre dos partes con

intereses contrapuestos tanto en lo que se refiere a los hechos sobre los cuales versa el

caso o en lo que refiere a la norma que resulta aplicable y dentro de ese ámbito de

competencia está el ejercicio del control de constitucionalidad por parte del Poder Judicial

que es una competencia exclusiva y excluyente del Poder Judicial, por eso dentro de lo

que es el control de constitucionalidad está admitido por la jurisprudencia de la Corte

Suprema de Justicia de la Nación las que se denominan cuestiones políticas no justiciables

que son cuestiones que refieren a ámbito de competencia exclusivo y excluyente de los

otros departamentos del Estado como son el Poder Ejecutivo o el Legislativo, pero cuando

se presente un caso en el sentido de una controversia donde bay que realizar la

interpretación de una norma en la que se encuentra la Constitución y los actos del poder

político, en principio la competencia del Poder Judicial en ese ámbito es exclusiva y ahí

hay que tener en cuenta lo que es el concepto de legitimación para promover un caso,

porque la parte tiene que agregar toda una serie de requisitos que han sido seguidos de la

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos en lo que refiere a

que tiene que haber un perjuicio cierto, tiene que haber sido sufrido por la parte que alega

que ha sufrido un perjuicio; es decir, no se pueden alegar derechos de personas que no

han participado en el juicio. Ese daño tiene que tener una relación de causalidad directa e

inmediata con el acto o norma que se declara impugnado y la resolución del tribunal tiene

** que ser idónea como para poder, ese caso tiene que tener madurez, es decir no se puede

resolver casos que sean prematuros o casos que devengan en abstracto. Los casos que son

prematuros son aquellos en los cuales los hechos todavía no han adquirido el cariz

suficiente como para ser dirimidos; y casos abstractos son aquellos que por el transcurso

del tiempo es sustancial pronunciarse sobre ello, porque las partes ya llegaron a una
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